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En 2017, España recibió a más solicitantes de protección internacional que nin-
gún otro año, 31.120, y concedió el estatuto de refugiado a 595 personas, aunque 
denegó la protección al 65% de las personas cuyo expediente resolvió. Pero al 
mismo tiempo, como señaló el Defensor del Pueblo, la Oficina de Asilo y Refugio 
del Ministerio del Interior está totalmente colapsada: a fines de febrero de 2018, 
42.025 personas aguardaban la resolución de su solicitud, como se explica en el 
primer epígrafe.

 La situación en la frontera sur tampoco mejoró. España fue el tercer país de 
la Unión Europea con un mayor número de llegadas de personas migrantes y 
refugiadas a través del Mediterráneo, tras Italia y Grecia. Sin embargo, la res-
puesta en la gestión de las llegadas estuvo caracterizada por la improvisación 
y la falta de coordinación, como se explica en el segundo epígrafe. En cuanto a 
Ceuta y Melilla, de nuevo se sobrepasó la capacidad de los CETI, continuaron 
las llamadas “devoluciones en caliente” y, a pesar de la jurisprudencia de los 
últimos años, persistió la prohibición de que las personas solicitantes de pro-
tección internacional pudieran trasladarse a la Península tras la admisión a 
trámite de su solicitud. Y la impunidad sigue planeando, cuatro años después, 
sobre la tragedia de El Tarajal.

También aumentó de manera considerable el número de solicitantes en el 
aeropuerto de Madrid-Barajas y, según se examina en el tercer epígrafe, en 
el 14,2% de los casos asistidos por el Servicio Jurídico de CEAR en este pues-
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to fronterizo la admisión a trámite, con la consiguiente entrada en territorio 
español, se produjo porque la OAR no comunicó su resolución en el plazo le-
galmente estipulado. 

Las dos últimas partes de este capítulo examinan la situación en los CIE, 
centros a los que también el Defensor del Pueblo prestó una especial atención, 
y las irregularidades y la opacidad que envolvieron, un año más, la situación de 
las personas que llegaron embarcadas como polizones a los puertos españoles. 

3.1. 2017: EL AÑO DE LAS CIFRAS RÉCORD EN UN SISTEMA COLAPSADO. 

En 2017, según Eurostat, 31.120 personas formalizaron su solicitud de protección 
internacional en España, lo que significó duplicar las 15.755 de 2016 y acentuar 
la tendencia creciente de los últimos años. Se trata de la cifra más elevada jamás 
alcanzada en un año e incluso se aproxima a la suma de todas las registradas en-
tre 2007 y 2014: un total de 34.411. Sin duda, 2017 fue el año de las cifras récord 
en España en un sistema de asilo que está absolutamente colapsado. 

Este notable incremento implicó un cambio sustancial de nuestra posición 
europea. Si hasta 2016 España solía atender en torno al 1% de las peticiones del 
conjunto de la UE, en 2017 registró el 4,4% del total de las presentadas en los 28 
países miembros, ya que además se produjo un sensible descenso en el conjunto 
del territorio comunitario: si en 2015 1.321.600 personas solicitaron protección 
internacional y 1.259.265 en 2016, en 2017 lo hicieron 704.625 personas.

Esta reducción casi a la mitad se explica esencialmente por la caída del nú-
mero de personas solicitantes en Alemania debido al endurecimiento de las po-
líticas de asilo y de los controles de entrada en el país. De las 745.265 personas 
solicitantes de 2016 se pasó a 222.560 en 2017, una reducción del 76%. Pese 
a ello, Alemania siguió siendo el primer país en número de solicitantes en la 
Unión Europea y registró el 29,8% del total. Le siguieron Italia, con 128.850; 
Francia, con 98.635; Grecia, con 58.705 y Reino Unido con 33.780 solicitudes. 
Por primera vez, España ocupó el sexto lugar, por delante de naciones con un 
arraigado compromiso con la protección de las personas refugiadas como Sue-
cia, que recibió a 26.325. Solo en esos seis primeros países se presentaron el 
81% del total de solicitudes de la Unión Europea. Por países de procedencia, 
Siria volvió a ocupar el primer lugar, con 105.040 solicitantes, seguida de Irak, 
con 51.705, y Afganistán, con 47.705.

En España, Venezuela fue por segundo año consecutivo el país de origen de 
un mayor número de solicitantes, con 10.350, un incremento muy notable fren-
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te a los 3.960 de 2016 y, más aún, frente a los 596 de 2015. A consecuencia del 
complejo contexto político y socioeconómico de este país latinoamericano, el 
número de personas forzadas al exilio ha aumentado exponencialmente. España 
es el principal destino de las personas originarias de Venezuela que solicitan 
protección internacional en la UE. Según ha expresado el ACNUR: “Si bien no 
todos los venezolanos son refugiados, cada vez resulta más claro que un número 
significativo necesita protección internacional”197.

En este contexto, una Nota de Orientación del ACNUR de 18 de marzo de 2018 
alienta a los Estados a garantizar el estudio en profundidad de los expedientes y 
a otorgar protección internacional a aquellas personas que acrediten merecer-
la. Sin embargo, la respuesta del Gobierno español ha sido la denegación de la 
protección internacional al 99% de las personas solicitantes originarias de este 
país. Incluso, en 2017 de manera progresiva aceleró la resolución de sus expe-
dientes en esta dirección. Solo 15 personas originarias de Venezuela lograron el 
estatuto de refugiado, ninguna obtuvo la protección subsidiaria y 1.530 recibie-
ron una respuesta denegatoria.  

197 Nota de prensa “ACNUR presenta nuevas directrices de protección ante la huida de venezola-
nos por América Latina”. 13 de marzo de 2018. Disponible en: http://www.acnur.es/noticias/notas-de-
prensa/3075-acnur-presenta-nuevas-directrices-de-proteccion-ante-la-huida-de-venezolanos-por-
america-latina

RESCATE DE ONCE PERSONAS (ENTRE ELLAS, DOS POSIBLES MENORES) QUE FUERON TRASLADADAS A CARTAGENA TRAS 
SER LOCALIZADA SU PATERA POR EL AVIÓN DE SALVAMENTO MARÍTIMO. © SALVAMENTO MARÍTIMO.
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Siria ocupó el segundo lugar en el número de solicitantes, con un aumen-
to de 2.975 de 2016 a 4.225. Se trata de una cifra muy reducida si se conside-
ra la magnitud de su diáspora y es toda una muestra de la imperiosa necesidad 
de implementar vías legales y seguras que corrijan las dificultades de acceso al 
procedimiento. Solo 20 personas sirias lograron el estatuto, mientras que 3.470 
obtuvieron la protección subsidiaria y 150 una respuesta negativa. 

Colombia fue el tercer país de origen de un mayor número de solicitantes de 
asilo, con 2.460, un dato similar al de 2001, cuando el conflicto atravesaba uno 
de sus momentos más cruentos, y muy superior al de 2016 (615). La persistencia 
de la violencia y la posibilidad de viajar a Europa sin visado desde diciembre de 
2015 explican este repunte.

En cuarto lugar, figuró Ucrania, con 2.265 solicitantes, una cifra levemente 
inferior a la del año anterior (2.570). Se mantuvo el descenso paulatino inicia-
do en 2016 aunque de forma moderada, puesto que persiste la guerra iniciada 
en la primavera de 2014. A los perfiles de solicitantes señalados en el Informe 
2017 de CEAR (familias monoparentales y personas originarias de las regiones 
de Donetsk y Lugansk que temen ser reclutadas por alguno de los bandos), cabe 
añadir ahora el de aquellas personas que se vieron obligadas a abandonar este 
país por ser víctimas de la radicalización creciente que se está produciendo en la 
sociedad ucraniana.

En quinto y sexto lugar, se situaron con 1.165 solicitantes Palestina y Arge-
lia. Palestina conoció un notable incremento desde los 355 de 2016, una conse-
cuencia directa del impasse en las negociaciones de paz de un conflicto que ya 
dura setenta años. Un alto porcentaje de estas solicitudes se formalizaron en el 
aeropuerto de Madrid-Barajas. 115 personas originarias de Palestina obtuvieron 
el estatuto de refugiado y 130 la protección subsidiaria. Argelia también tuvo un 
incremento con respecto a 2016, año en el que se registraron 740 solicitudes.

En séptimo y octavo lugar se situaron El Salvador, con 1.120 solicitantes 
(frente a los 425 de 2016), y Honduras, con 970 frente a los 385 del año anterior. 
En ambos casos, se mantuvo el incremento de las personas solicitantes registra-
do ya en 2016. Se trata de casos que se explican por la violencia y la persecución 
relacionada con las maras y otros grupos violentos organizados. 

El ACNUR ha señalado que la persecución por las maras puede ser mere-
cedora de protección al amparo de la Convención de Ginebra198, una posición 
refrendada por la jurisprudencia reciente de la Audiencia Nacional y el Tribu-

198 Directrices de elegibilidad para la evaluación de las necesidades de protección internacional de los 
solicitantes de asilo procedentes de Honduras, elaboradas por ACNUR, publicadas en  julio de 2016.
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nal Supremo, que, a partir de una sentencia de la Audiencia Nacional de 8 de 
septiembre de 2017199 referida a una solicitud de protección formulada por un 
ciudadano salvadoreño, entiende que la persecución vinculada a estos grupos 
violentos puede dar lugar al reconocimiento de la protección internacional, 
principalmente a consecuencia de la incapacidad de estos países para hacerles 
frente y proporcionar protección efectiva a sus ciudadanos. Sin embargo, el mi-
nistro del Interior firmó el pasado año, a propuesta de la OAR, 60 resoluciones 
que afectaban a personas originarias de El Salvador y 30 a personas nacionales 
de Honduras y en todos estos casos la respuesta fue la denegación.

En noveno lugar, estuvo Camerún, con 750 solicitantes, frente a los 120 de 
2016, una evolución que obedece al aumento de las solicitudes presentadas por 
mujeres que alegan ser víctimas de trata. La mayor parte de ellas ingresaron en 
territorio español por el aeropuerto de Madrid-Barajas y en un primer momen-
to argumentaron persecución por motivos de su identidad sexual o por haber 
sido víctimas de matrimonio forzado o violencia de género. 

Y, en décimo lugar, figuró Marruecos, con 525 solicitantes frente a los 340 de 
2016. Destacaron las solicitudes formalizadas por personas que alegaron per-
secución por pertenecer al colectivo LGTB y las de personas procedentes de la 

199 Recurso nr. 342/2016, SAN.

UN SUBSAHARIANO SE DESVANECE TRAS SEIS HORAS SUBIDO A LA VALLA DE CEUTA. ESTA PERSONA FINALMENTE FUE 
DEVUELTA JUNTO A UN GRUPO DE 12 QUE INTENTABAN LLEGAR A ESPAÑA. © CEAR / ANTONIO SEMPERE. 
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región del Rif, donde a lo largo del año pasado hubo revueltas en demanda de 
mejoras sociales.

De las 31.120 personas que solicitaron protección internacional en España 
en 2017, el 58% fueron hombres (17.965) y el 42% mujeres (13.155), unos por-
centajes similares a los de años anteriores. Tampoco hubo modificaciones en el 
reparto de este colectivo por franjas de edad, ya que el grupo mayoritario (51%) 
tenía entre 18 y 34 años. El 24% fueron menores de edad, un porcentaje similar 
al de 2016 (26%) a pesar del notable aumento de menores no acompañados lle-
gados a las costas españolas. Persisten, pues, las dificultades para que accedan 
al procedimiento de protección internacional e incluso para que ingresen en el 
sistema público de protección de menores. 

Ambas circunstancias concurren en el caso de Mamadou, un joven de 15 años 
originario de Guinea que se vio obligado a abandonar su país en noviembre de 
2016 por razones de índole étnica y de violencia intrafamiliar. Tras la muerte de 
su padre, su madre se vio obligada a casarse con su tío paterno debido a las normas 
tradicionales que imperan en su país. A partir de entonces, tanto su madre como 
él comenzaron a sufrir constantes agresiones físicas por parte de su padrastro. Su 
nueva familia era de etnia malinke y él es de étnia peul, lo que acrecentaba la vio-
lencia y discriminación que sufría, sin encontrar amparo en las autoridades. Su 
madre quedó inválida y su hermano mayor murió, por lo que, al verse sin protec-
ción alguna y ante el temor fundado por su vida, decidió marcharse del país. 

Atravesó Senegal, Malí y Argelia hasta llegar a Libia. En este país fue encar-
celado por las autoridades acusado de inmigración irregular y fue secuestrado 
y comprado por unas mafias, que pagaron 150 euros por él. Fue objeto de agre-
siones brutales y palizas y testigo de la muerte de algunos de los chicos secues-
trados junto con él. “Durante el viaje se sufre mucho. Cogen a la gente, la tratan 
como animales”, explica Mamadou, quien conserva importantes secuelas físi-
cas, como fracturas y cicatrices. Fue abandonado en el desierto argelino, pero 
pudo llegar a Marruecos, donde embarcó junto con un amigo en una zódiac hacia 
Málaga. Durante el trayecto este pereció ahogado.  

El 9 de octubre de 2017 llegó a las costas españolas y alegó su minoría de edad 
con una copia de su partida de nacimiento. Sin embargo, en el puerto se le prac-
ticó la prueba osométrica y fue filiado como mayor de edad. El 10 de octubre fue 
derivado al dispositivo de acogida humanitaria que CEAR gestiona en Sevilla y 
allí se detectó su necesidad de protección internacional. A pesar de las gestiones 
realizadas, no logró cita para formalizar su petición hasta dos meses después. Al 
cierre de este informe seguía esperando la resolución de su expediente. 
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Ante el notable aumento del número de solicitantes de protección interna-
cional a lo largo de 2017, la respuesta del Gobierno se enmarcó en un contexto de 
negación, parálisis e improvisación, que contribuyó a agravar el colapso del sis-
tema de asilo. Según los datos de Eurostat, de las 13.350 personas afectadas por 
las resoluciones que firmó el ministro del Interior, 8.675 personas obtuvieron 
una respuesta negativa (el 65%) y se otorgó algún tipo de protección interna-
cional a 4.675 personas. De este modo, España se situó, con un 35% de recono-
cimiento, por debajo de la media de la UE (46%)200 y sobre todo de sus propios 
índices de reconocimiento de 2016 (67%).

Esta acusada disminución se debe principalmente a la ralentización de la re-
solución de expedientes de personas sirias, puesto que esta nacionalidad fue la 
principal beneficiaria de las resoluciones de protección subsidiaria resueltas 
durante 2016: 6.160 de las 6.500 personas afectadas. Esto también explica que 
el descenso de los índices de protección haya afectado especialmente al recono-
cimiento de la protección subsidiaria, que disminuyó de aquellas 6.500 perso-
nas a 4.080.

Aumentaron las concesiones de estatuto de refugiado, de 355 de 2016 a 595 
personas en 2017, principalmente a personas originarias de Eritrea, Palestina 
y Marruecos (en el caso de este país a personas que alegaban persecución por 
pertenecer al colectivo LGTB). Un año más, en 2017 no hubo ningún reconoci-
miento de la protección internacional por razones humanitarias.        

Respecto al porcentaje de personas que recibieron algún tipo de protección 
internacional, destacó Eritrea, con el 100% de las resoluciones resueltas de ma-
nera favorable; seguida por Siria, con el 95%; Irak, con el 72%; y Palestina, con 
el 70%. En el ángulo opuesto figuraron nacionalidades como la ucraniana, que, 
a pesar de la persistencia del grave conflicto bélico, tuvo un porcentaje de reco-
nocimiento aún menor que en 2016 (el 9%) o los casos ya citados de Venezuela 
(1%), El Salvador y Honduras (0%).

Asimismo, el incremento de las solicitudes de protección internacional no 
llevó aparejado un aumento proporcional del número de resoluciones resueltas, 
por lo que se agravó la acumulación de expedientes pendientes de resolver, que 
afectaba a 42.025 personas a finales de febrero de 2018. Otra cifra récord en 
términos históricos. De ellas, sobresalen las naturales de Venezuela (14.995), 
Ucrania (4.645), Colombia (3.375), Siria (2.680), El Salvador (1.765), Honduras 
(1.635) y Palestina (1.520).

200 Fuente:http://ec.europa.eu/eurostat/documents/2995521/8817675/3-19042018-AP-EN.
pdf/748e8fae-2cfb-4e75-a388-f06f6ce8ff58
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A esto se unen las esperas prolongadas para formalizar la solicitud de pro-
tección internacional dentro del territorio español, que pueden alcanzar inclu-
so los seis meses. Por tanto, en estos momentos decenas de miles de personas 
viven con la incertidumbre de si España será su país de acogida o tendrán que 
verse obligados a retornar a sus lugares de origen, donde sus vidas pueden co-
rrer peligro. “La situación en que se encuentra la Oficina de Asilo y Refugio es 
insostenible…”, afirmó el Defensor del Pueblo en su Informe 2017201.

3.2. LA FRONTERA SUR Y LAS COSTAS.

2017 será recordado también como un año récord en llegadas por vía marítima a 
España. Por ese motivo en el segundo semestre del año pasado CEAR realizó dife-
rentes misiones a los principales puntos y en enero de 2018 ha hecho público un 
informe en el que alerta sobre la ausencia de un plan de acción coordinado para 
ofrecer la atención adecuada a las personas que llegan a nuestras costas: Refugiados 
y migrantes en España: Los muros invisibles tras la frontera sur202.

En 2017, España fue el tercer país de la Unión Europea con un mayor núme-
ro de llegadas de personas migrantes y refugiadas por mar, 22.414, aunque muy 
lejos de Italia (119.369) y a cierta distancia de Grecia (35.052)203. En cambio, las 
entradas en Melilla se redujeron de las 10.980 personas de 2016 a 6.246204. 

El incremento de las llegadas por vía marítima obedece a diferentes moti-
vos. Por una parte, la inestabilidad en los principales países de origen y tránsito 
(Costa de Marfil, Guinea Conakry, Gambia, Argelia y Marruecos) y el desman-
telamiento de los campamentos donde se asentaban estas personas en Marrue-
cos o Argelia. Por otra, las revueltas en el Rif, que incitaron a los activistas a 
huir a España mientras los efectivos de la Gendarmería marroquí destinados 
a controlar las fronteras se redujeron ya que los destinaron a la represión de 
estas revueltas. Asimismo, una sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de diciembre de 2016 desfavorable a los intereses agrícolas de Ma-
rruecos llevó al régimen a amenazar, una vez más, con la suavización del control 
de las migraciones. También influyeron los efectos del Acuerdo UE-Turquía de 

201 Informe Anual 2017 del Defensor del Pueblo. Disponible en: https://www.defensordelpueblo.es/
wp-content/uploads/2018/03/Informe_anual_2017_vol.I.1_Gestion.pdf
202 Informe disponible en: https://www.cear.es/publicaciones-elaboradas-por-cear/publicaciones-destaca-
das/
203 Datos de llegadas por mar a España: http://data2.unhcr.org/en/situations/mediterranean/location/5226 
Datos de llegadas por mar a Italia: http://data2.unhcr.org/en/situations/mediterranean/location/5205 Datos de 
llegadas por mar a Grecia: http://data2.unhcr.org/en/situations/mediterranean/location/5179
204 Fuente: http://data2.unhcr.org/en/situations/mediterranean/location/5226
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marzo de 2016, del convenio suscrito por Italia y Libia en febrero de 2017 y de la 
firma de acuerdos de readmisión entre la UE y determinados países. 

La mayoría de personas que llegaron por mar a España fueron subsaharianas 
(59%), seguidas de marroquíes (25%) y argelinas (23%)205. Las principales rutas 
fueron Nador-Almería (personas subsaharianas), cabo Espartel-Tarifa (perso-
nas subsaharianas en embarcaciones de juguete) y Ashila-Barbate (marroquíes). 
El uso de embarcaciones de juguete o el incremento del número de personas por 
embarcación añaden peligrosidad a la travesía y esto originó un aumento del nú-
mero de personas fallecidas o desaparecidas en las rutas españolas, 224 en 2017, 
frente a las 128 de 2016, según los datos de la OIM206. 

En cuanto a la llegada y recepción de las personas migrantes en las costas me-
ridionales, en el citado informe CEAR pone de relieve la improvisación como 
norma general de las actuaciones llevadas a cabo, la falta de coordinación entre 
los distintos agentes y la ausencia de garantías jurídicas en algunos puertos. Ade-
más, las dependencias portuarias carecen de las condiciones adecuadas, al igual 
que las instalaciones y calabozos donde estas personas son detenidas. Tampoco 
existe un protocolo de actuación unificado, sino que en cada punto de entrada 
se aplican procedimientos de actuación distintos. La detención es utilizada de 
forma sistemática; incluso en Almería, Málaga, Motril y Algeciras se práctica la 
de menores de forma habitual. La identificación de posibles víctimas de trata es 
prácticamente inexistente y no se proporciona información acerca del derecho a 
solicitar protección internacional.

Ante esta situación, CEAR plantea siete propuestas. En primer lugar, propone 
la elaboración de un plan de acción estatal que incluya un protocolo unificado de 
actuación para mejorar la gestión de las llegadas de personas migrantes y refu-
giadas por vía marítima, asegurar la identificación de las necesidades de protec-
ción internacional y derivar a los canales de atención adecuados. Este plan debe 
disponer de una dotación presupuestaria que permita incrementar los medios 
materiales y humanos existentes. 

En segundo lugar, considera necesario garantizar el acceso a la información 
y al procedimiento de protección internacional de forma individualizada en los 
principales puntos de llegada y asegurar la asistencia letrada y, cuando sea preci-
so, la interpretación desde el primer momento.

En tercer lugar, señala la urgencia de proporcionar una formación adecuada y 
continua en materia de protección internacional a las personas funcionarias de 

205 Fuente: https://data2.unhcr.org/en/documents/download/63039
206 Fuente: http://missingmigrants.iom.int/region/mediterranean
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los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. En cuarto lugar, insiste en ase-
gurar una adecuada y temprana identificación de las personas con necesidades 
especiales antes de ponerlas a disposición de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
del Estado para que reciban el trato que merecen. 

En quinto lugar, cree preciso adoptar medidas de identificación y de 
protección efectiva de las víctimas de trata con la participación y la asistencia de 
equipos multidisciplinares, así como la aplicación de un enfoque centrado en su 
protección. 

En sexto lugar, propugna una protección prioritaria de los menores para evitar 
que sean detenidos bajo circunstancia alguna y garantizar una identificación co-
rrecta de aquellos niños y niñas que hayan llegado solos, así como la realización 
de pruebas adecuadas de determinación de la edad. 

Y, por último, CEAR defiende la supresión de las restricciones a la libertad de 
circulación de las personas solicitantes de protección internacional en Ceuta y 
Melilla y de los criterios discrecionales y discriminatorios para los traslados a la 
Península. 

MELILLA Y CEUTA

En 2017 el número de solicitantes de protección internacional en Melilla se in-
crementó levemente. El Centro de Estancia Temporal de Inmigrantes (CETI)207 
de esta ciudad autónoma volvió a sobrepasar sus posibilidades de ocupación y lle-
gó a alcanzar las 1.415 personas en diciembre, aunque la ocupación media fue de 
984 personas para una capacidad de tan solo 480 plazas. El perfil de las personas 
residentes continuó siendo mayoritariamente de procedencia árabe (un 45,9% 
originario de Siria, 8,5% de Argelia y 4,8% de Marruecos), aunque hubo también 
personas de origen subsahariano (15,1% de Guinea Conakry, 4,2% de Costa de 
Marfil). Asimismo, el número total de menores residentes en el CETI se elevó a 
1.442, principalmente procedentes de Siria (83,3%), y el total de mujeres llegó a 
1.058, con un 55,1% de este último país.

En 2017, se presentaron 2.897 solicitudes de protección internacional en 
Melilla; la mayoría (2.593) según el procedimiento de frontera y el resto (304) 
dentro del territorio nacional. Cabe resaltar que a la población de procedencia 

207 Los CETI son establecimientos de la Administración pública concebidos como dispositivos de pri-
mera acogida provisional y destinados a dar servicios y prestaciones sociales básicas a personas migrantes 
y solicitantes de asilo que llegan a Ceuta o Melilla, mientras se realizan los trámites de identificación y 
chequeo médico previos a cualquier decisión sobre el recurso más adecuado en función de su situación 
administrativa.
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subsahariana le sigue resultando imposible cruzar la frontera hispano-marro-
quí porque las autoridades del país vecino lo impiden. Por tanto, no pueden ac-
ceder a las oficinas de asilo habilitadas en la frontera y solo pueden solicitar la 
protección internacional aquellas que han logrado cruzarla de forma irregular, 
escondidas en el interior de vehículos o saltando la valla fronteriza. Además, se 
continuó limitando de manera arbitraria el derecho a la libertad de circulación a 
las personas solicitantes de protección internacional de nacionalidad argelina y 
marroquí, a quienes se impidió el traslado a la Península hasta que su expediente 
fuera resuelto, lo que suele tardar entre uno y dos años.

En Ceuta, se siguieron registrando “devoluciones en caliente” de personas 
migrantes que habían escalado las vallas y fueron conducidas al territorio marro-
quí sin ningún tipo de procedimiento, ni garantías jurídicas. 

Según los datos facilitados por la Delegación del Gobierno, a lo largo del año 
pasado ingresaron en el CETI de esta ciudad autónoma un total de 2.252 perso-
nas, de las que 1.613 eran de origen subsahariano, 513 argelinas y 126 de otras na-
cionalidades208. A 28 de diciembre, este CETI seguía presentando una situación 
de sobreocupación, con unas 700 personas para una capacidad de 512 plazas209. 

313 residentes en este centro (más del 95% hombres) pidieron protección 
internacional en 2017. En cambio, no hubo ni una sola solicitud tramitada en la 
oficina de asilo del puesto fronterizo de El Tarajal. Alrededor del 87% de las per-
sonas solicitantes residentes en el CETI fueron de origen argelino y el 11%, de 
origen marroquí. En el transcurso del año tan solo hubo dos solicitantes de asilo 
de origen subsahariano, uno de los cuales la retiró para poder trasladarse con 
mayor celeridad a la Península. 

Hasta noviembre de 2017, y en contra de la jurisprudencia en la materia, solo 
se trasladaba a la Península a personas de origen subsahariano y que no fueran 
solicitantes de protección internacional. Después de la protesta del colectivo 
asiático, comenzaron a ser trasladados en grupos de tres a cinco personas210. En 
cuanto a los solicitantes de protección internacional, solo se autorizó el traslado 
de algunas personas argelinas por motivo de extrema vulnerabilidad.

La imposibilidad de desplazarse a territorio peninsular de las personas soli-
citantes de protección internacional en Ceuta y Melilla fue, un año más, el moti-
vo principal por el que el Servicio Jurídico de CEAR inició procedimientos con-
tencioso-administrativos y tramitó quejas ante el Defensor del Pueblo. En 2017, 

208 Fuente: https://elfarodeceuta.es/balance-2017-inmigracion-ceti
209 Fuente:http://elpueblodeceuta.es/not/25498/el-ceti-cerro-2017-con-algo-mas-de-700 
inmigrantes-residentes/
210 Fuente: https://elfarodeceuta.es/asiaticos-ceuta-peninsula-abdul-ali/
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interpuso quince recursos de alzada en vía administrativa contra la inscripción 
“Válido solo en Ceuta” que se adjunta al documento de solicitante de protección 
internacional e inició un procedimiento ante el Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid contra la denegación por parte de la Comisaría General de Extranjería y 
Fronteras de la autorización de traslado a territorio peninsular a un solicitante 
de asilo en Ceuta. Igualmente, emprendió siete procedimientos de protección de 
derechos fundamentales ante los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de 
Ceuta por la misma razón. 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid estimó el recurso de CEAR y volvió 
a anular las resoluciones de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras y 
de la Dirección General de Policía. Consideró improcedente la denegación de 
trasladarse a la Península tras haber sido admitida a trámite su solicitud de asilo 
y en su resolución aclaró que el afectado “se encuentra en situación regular”, 
por lo que no cabe ninguna restricción de movimiento “por todo el territorio 
nacional”.

Además, CEAR presentó cinco quejas ante el Defensor del Pueblo. A pesar 
de las recomendaciones de esta institución y de las reiteradas resoluciones ju-
diciales, la Comisaría General de Extranjería y Fronteras mantiene su criterio y 
sigue considerando que las personas solicitantes de asilo que se encuentran en 
las ciudades autónomas no tienen derecho a viajar a la Península aunque sus so-
licitudes hayan sido admitidas a trámite. En otros casos relativos a solicitantes de 
protección internacional pertenecientes al colectivo LGTBI y residentes en los 
CETI, el Defensor del Pueblo formuló una recomendación para que se priorizara 
su traslado a la Península a fin de garantizar sus necesidades particulares de aco-
gida, derivadas de su situación de especial vulnerabilidad. 

El 31 de mayo de 2017 la entonces Defensora del Pueblo, Soledad Becerril, y 
su adjunto primero, Francisco Fernández Marugán, visitaron el CETI de Melilla. 
“En el momento de la visita –expresa el Informe 2017 del Defensor del Pueblo- 
había ocho familias pendientes del resultado de las pruebas de ADN para deter-
minar la realidad de los vínculos familiares y proceder al traslado a la Península. 
En algunos de estos casos, se ha comprobado que la prueba de ADN se demoraba 
más de las dos semanas, que es el plazo medio habitual, según informó la Comi-
saría General de Extranjería y Fronteras en marzo de 2016. Del análisis de los 
datos se desprende que, además del plazo para la resolución de las pruebas, se 
producen demoras en la recogida de las muestras, un factor que influye decisi-
vamente en el período total y que resulta particularmente perjudicial en aquellos 
casos en que los menores han sido separados de sus familias”.
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En cuanto a Ceuta, señala el Informe 2017 del Defensor del Pueblo, “en  di-
ciembre de 2016 se inició una actuación de oficio para conocer la situación del 
CETI tras las últimas llegadas de inmigrantes y en particular de las 424 personas 
que consiguieron entrar el 9 de diciembre”. “La Secretaría General de Inmigra-
ción y Emigración comunicó que se había activado el Plan de Emergencias como 
se hace siempre que hay entradas masivas, lo que supone el traslado de residen-
tes a la Península dando prioridad a las personas que estén en situación de vul-
nerabilidad y a los solicitantes de asilo. Desde el 1 de enero de 2017 hasta el 19 de 
junio de 2017 se habían realizado 1.345 traslados a la Península”. 

Asimismo, un año más, el Defensor del Pueblo reiteró que los CETI no son un 
“recurso adecuado para alojar y atender a los solicitantes de asilo”211. 

N.D. Y N.T. CONTRA ESPAÑA: LA SENTENCIA DEL TEDH 

En 2017 CEAR también intervino ante el Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos  (TEDH) en el asunto N.D. y N.T. contra España, relacionado con las prácticas 
de las autoridades españolas en las fronteras de Ceuta y Melilla. CEAR se pre-
sentó, junto con otras organizaciones, como tercera parte en el procedimiento y 
planteó sus observaciones al Tribunal.

El 3 de octubre de 2017, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por pri-
mera vez, declaró ilegal la “devolución en caliente” de dos personas subsaha-
rianas que habían sido expulsadas de Melilla en agosto de 2014212. Su sentencia 
señaló que tanto el entrevallado como la zona inmediata tras la valla, indepen-
dientemente de haber superado o no la línea formada por las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, están bajo jurisdicción española. Por tanto, el Tribunal 
considera que los dos demandantes se encontraban bajo el control continuo y ex-
clusivo de las autoridades españolas y que fueron devueltos a Marruecos contra su 
voluntad, lo que constituye claramente una expulsión contraria al artículo 4 del 
Protocolo 4 al Convenio Europeo de Derechos Humanos. Además, en ausencia 
de cualquier decisión individual que hubiese tenido en consideración las par-
ticularidades de la situación de cada una de las personas expulsadas, el Tribunal 
califica la expulsión de “colectiva”, una práctica prohibida por el Protocolo 4. 

La sentencia del TEDH asumió la argumentación de CEAR y señaló que los 
dos afectados fueron privados de todo procedimiento administrativo, sin recibir 

211 Fuente: https://www.defensordelpueblo.es/informe-anual/informe-anual-2017/
212 Sentencia del TEDH de 3 de octubre de 2017 – Asunto N.D. y N.T. c. España  https://hudoc.echr.coe.
int/eng#{“languageisocode”:[“SPA”],”appno”:[“8675/15”,”8697/15”],”documentcollectionid2”:[“CHAM
BER”],”itemid”:[“001-178134”]}
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asistencia jurídica y lingüística y no tuvieron la posibilidad de solicitar protec-
ción internacional, lo que supuso una grave violación de los derechos humanos. 
Tampoco pudieron presentar un recurso, lo que contraviene el artículo 13 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos. Asimismo, reconoció la inexistencia 
de un régimen excepcional para Ceuta y Melilla y remarcó que “la línea fronteriza 
entre el Reino de Marruecos y las ciudades de Ceuta y Melilla es la delimitada por 
los tratados internacionales”, sin que pueda ser modificada por uno de los Esta-
dos afectados debido a una necesidad concreta.  

En diciembre de 2017, el Gobierno español interpuso un recurso contra esta 
sentencia ante la Gran Sala del TEDH. CEAR volverá a intervenir en el procedi-
miento como tercera parte. 

QUEJA DE CEAR ANTE LA COMISIÓN EUROPEA CONTRA EL PROTOCOLO 
OPERATIVO DE VIGILANCIA DE LAS FRONTERAS

En 2017, CEAR también prosiguió su actuación ante la Comisión Europea con-
tra el Protocolo Operativo de Vigilancia de las Fronteras. En noviembre de 2015, 
presentó una queja contra la adopción y la aplicación de este Protocolo por parte 
de la Dirección General de la Guardia Civil porque vulnera la normativa comu-
nitaria en materia de protección internacional, en particular el principio de no 
devolución, y sobre el retorno de personas migrantes213. 

En agosto de 2017, la Comisión Europea respondió a CEAR que se proponía 
archivar el expediente pues, después de haberse puesto en contacto con las au-
toridades españolas y haber realizado visitas a Ceuta y Melilla, había apreciado 
unos avances suficientes, en particular con la creación de pasos fronterizos, para 
garantizar el respeto del principio de no devolución y permitir la tramitación de 
solicitudes de protección internacional. 

En su réplica a la Comisión Europea, CEAR se refirió a la sentencia del TEDH 
de 3 de octubre de 2017 respecto de la ficción utilizada por las autoridades es-
pañolas en el Protocolo de “entrada no consumada” en el territorio español. Al 
respecto, el Tribunal declaró que el elemento fundamental no es que una persona 
se encuentre o no en el territorio español, sino que esté bajo el control efectivo, 
continuo y exclusivo de las autoridades españolas214. Igualmente, la sentencia es-
tableció que los dos demandantes de origen subsahariano víctimas de expulsión 
por parte de las autoridades españolas no habían tenido acceso a las garantías 

213 Véase el Informe 2016 de CEAR (pág. 66): https://www.cear.es/wp-content/uploads/2016/12/infor-
me_cear_2016_ok.pdf
214 Véase el punto 54 de la sentencia ya mencionada del TEDH en el asunto N.D. y N.T. c. España.
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exigidas por la normativa internacional y habían sido privados de cualquier re-
medio efectivo al no poder haber presentado un recurso.

Respecto a la creación de oficinas en los pasos fronterizos de Ceuta y Melilla, 
la situación no es tan positiva como la describe la Comisión Europea, que 
apunta a un aumento del número de solicitantes de protección internacional y la 
diversificación de sus países de origen. Como ya se señaló, en 2017 la oficina del 
puesto fronterizo de El Tarajal, en Ceuta, siguió sin registrar una sola solicitud de 
protección internacional y en el puesto fronterizo de Beni Enzar (Melilla) el 90% 
de las solicitudes procedieron de personas originarias de Siria, mientras que los 
ciudadanos de origen subsahariano solo podían solicitar protección internacional 
si lograban ingresar a Melilla por lugares no habilitados215. Por tanto, CEAR 
solicitó a la Comisión Europea que siguiera investigando el cumplimiento por 
parte de las autoridades españolas de la normativa comunitaria sobre protección 
internacional, retorno y derechos humanos en Ceuta y Melilla, con especial 
atención a la situación de las personas de origen subsahariano. 

LA TRAGEDIA DE EL TARAJAL… CONTINÚA

En 2017, CEAR prosiguió su actuación como parte en la causa abierta a raíz de la 
tragedia ocurrida en la playa de El Tarajal en febrero de 2014, en la que quince 
personas migrantes fallecieron ahogadas. El 26 de enero de 2018 el Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción nº 6 de Ceuta firmó el auto que la archivaba y lo 
notificó a las partes tres días después216.  

En marzo de 2017 la Audiencia Provincial había ordenado la reapertura de 
la causa y la continuación de las diligencias, pero en su auto de 26 de enero 
de 2018 este juzgado consideró que “de lo actuado no aparece debidamente 
justificada la perpetración de los diferentes delitos que han dado motivo a la 
formación de la causa”, por lo que declaró el sobreseimiento libre de las ac-
tuaciones y el archivo de la causa. Cabe señalar que desde su reapertura solo se 
procedió a la declaración de un testigo presencial y que se descartó escuchar a 
otros dos, porque se hallaban en situación irregular en Alemania y rehusó que 
prestaran declaración por videoconferencia. No se volvió a insistir tampoco 
en la comisión rogatoria solicitada a Marruecos para conocer las autopsias de 

215 Según los datos del ACNUR, entre octubre de 2014 y el 31 de julio de 2017 más de 9.760 personas habían 
formalizado su solicitud de protección internacional en el puesto fronterizo de Beni Enzar, en Melilla. El 90% 
eran ciudadanos sirios y el resto en su mayoría personas originarias de Marruecos, Yemen, Túnez y Palestina. 
216 Véase el Informe 2015 de CEAR (pág. 63): https://www.cear.es/wp-content/uploads/2015/06/Infor-
me-2015-de-CEAR3.pdf
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los diez cuerpos recuperados en su territorio por considerarse que no iba a ser 
cumplimentada “nunca”. 

El 1 de febrero de 2018, CEAR interpuso un recurso de apelación contra el 
auto del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 6 de Ceuta ante la Au-
diencia Provincial de Cádiz. 

En esa misma fecha Hervé, uno de los supervivientes de aquella tragedia, 
rompió su silencio. Este joven camerunés tenía 22 años cuando el 6 de febrero 
de 2014 trató de llegar a territorio de la UE a través de la playa de El Tarajal. Si 
bien lo había intentado muchas otras veces, no ha podido olvidar lo sucedi-
do aquella mañana. Aunque no sabía nadar, fue uno de los primeros entre un 
grupo de alrededor de doscientas personas en tirarse al agua para superar el 
espigón que separa el territorio marroquí del español. “Cuando nos lanzamos, 
el policía que estaba abajo empezó a lanzar gas lacrimógeno, que comenzó a 
hacer espuma y ahogó a muchos de mis acompañantes”. Después llegarían los 
disparos de pelotas de goma “a metro y medio” y los golpes con palos desde la 
zódiac de la Guardia Civil. 

Tras intentar alcanzar la valla cerca de cincuenta veces, en abril de 2015 lo-
gró llegar a Tarifa en una embarcación pequeña. “Conocía a todos los que mu-
rieron, eran mis amigos, porque compartimos mucho tiempo juntos, casi tres 
años en Marruecos, un tiempo en el que intentamos a veces por el agua, a veces 
por la valla entrar en territorio español. Nos echaban, volvíamos, nos cansába-
mos y cuando teníamos un poco de fuerzas volvíamos a intentarlo. Me acuerdo 
bien de ellos. Si hago este testimonio es por ellos, no por mí. Lo que pido es que 
se haga justicia. Pero ¿qué más puedo hacer? Ya están muertos. Sé que cada uno 
quería venir a España para tener una vida mejor, para estar en un país donde 
se respeten las leyes y estar protegidos. Por ahora, me siento un poco mejor 
al testificar, porque es como si fuese un homenaje a ellos, y pienso que con la 
justicia tal vez se pueda reparar a los padres. Porque sus padres esperan algo, 
no sé, puede que una carta de misericordia, una carta de excusa de España, por 
lo que hicieron a sus hijos. Porque nunca tendrán los cuerpos, eso está claro. 
Unas palabras pueden consolarles. Es lo que creo y lo que quiero es que se haga 
justicia”. 

Hervé cuenta con el apoyo de CEAR, que le asistió en la presentación de su 
solicitud de protección internacional. Su caso está pendiente de resolución.
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3.3. LA FRONTERA DE MADRID-BARAJAS.

2017 también fue un año récord en el aeropuerto de Madrid-Barajas, con 3.182 
solicitudes de protección internacional217. En este puesto fronterizo el Servi-
cio Jurídico de CEAR-Madrid atendió a 2.066 personas en un total de 1.758 
solicitudes, un aumento significativo en comparación con las 454 asistidas en 
2016. Las principales nacionalidades fueron Palestina (526), Camerún (461), 
Gambia (165), República del Congo (141), República Democrática del Congo 
(128) y Sáhara Occidental (116). Tan solo el 9,27% de las solicitudes atendidas 
por CEAR fueron finalmente denegadas. 

Sin embargo, este dato oculta una grave disfunción que quedó en evidencia 
el año pasado: la falta de capacidad de la OAR para instruir este volumen de so-
licitudes en los plazos legalmente establecidos. Un total de 250 solicitudes (el 
14,2% del total) fueron admitidas a trámite por silencio administrativo, según 

217 Asylum Information Database: Country Report-Spain. Marzo de 2018. http://www.asylumineurope.
org/reports/country/spain

RESCATE POR PARTE DE SALVAMENTO MARÍTIMO DE UNA PATERA CON 61 PERSONAS, QUE FUERON TRASLADADAS AL 
PUERTO DE MÁLAGA EL 15 DE JUNIO DE 2017. © SALVAMENTO MARÍTIMO.
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establece el artículo 21.5 de la Ley de Asilo218. Es decir, se admitió a trámite la 
solicitud y se autorizó la entrada en territorio español porque la OAR no noti-
ficó su resolución en el plazo estipulado.

Después de unos meses de confusión, el Informe 2017 de CEAR cerró este 
mismo epígrafe explicando que, por fin, la OAR había asumido el cómputo de 
los plazos en horas, tal y como exigieron la Audiencia Nacional y el Tribunal 
Supremo. Sin embargo, hay que volver a indicar una diferencia de interpreta-
ción entre la OAR y la Policía Nacional del puesto fronterizo, puesto que, mien-
tras la primera considera como el inicio del mismo la entrevista de solicitud de 
protección internacional, en julio de 2017 la Policía Nacional empezó a situar-
lo en el momento en que la persona manifiesta su intención de pedirla219. Por 
esta razón, la Policía Nacional autorizó la entrada en territorio español de 189 
personas que habían manifestado su intención de pedir protección internacio-
nal hacía 96 horas, aunque la entrevista para su solicitud se hubiera producido 
después, o incluso, en algunos casos, ni siquiera se hubiera celebrado.  

Estas circunstancias dificultaron el acceso al procedimiento de las perso-
nas que habían entrado en territorio español sin haber realizado la entrevista 
de formalización, ya que, sin el asesoramiento adecuado, es fácil perderse en 
los trámites burocráticos. 

En una ocasión, estas dificultades de acceso al procedimiento se produje-
ron en el mismo aeropuerto de Madrid-Barajas. Aunque fue un caso excep-
cional, que no refleja la práctica habitual de la Policía Nacional del puesto 
fronterizo, por su gravedad conviene exponerlo. Se trata de dos personas de 
origen saharaui que vieron denegada su entrada en territorio español. A pe-
sar de manifestar verbalmente en el procedimiento de rechazo en frontera su 
intención de pedir protección internacional, la Policía no tramitó su solicitud 
al considerar que habían proferido insultos homófobos contra un intérprete. 

CEAR no tenía asignada la asistencia jurídica, pero, en coordinación con el 
letrado del turno de oficio que les asistía, puso estos hechos en conocimiento 

218 El artículo 21.5 de la Ley de Asilo establece: “El transcurso del plazo fijado para acordar la inadmisión 
a trámite, o la denegación de la solicitud en frontera, la petición de reexamen, o del previsto para resolver 
el recurso de reposición sin que se haya notificado la resolución de forma expresa, determinará su trami-
tación por el procedimiento ordinario, así como la autorización de entrada y permanencia provisional de 
la persona solicitante, sin perjuicio de lo que pueda acordarse en la resolución definitiva del expediente”.
219 Desde que una persona manifiesta verbalmente su deseo de solicitar protección internacional al lle-
gar al aeropuerto hasta que efectivamente se celebra la entrevista de solicitud pueden pasar horas e incluso 
días debido a diversos factores: su estado psicofísico tras viajes transoceánicos, la disponibilidad de los 
intérpretes y/o de los entrevistadores, el número de solicitantes que haya llegado antes y todavía no haya 
realizado la entrevista…
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del ACNUR y de la OAR para que instaran a la Policía del puesto fronterizo a 
dar curso a dichas solicitudes y, tras el estudio de sus alegaciones y de todas las 
circunstancias del caso, se valorase su admisión a trámite. Sin embargo, a pe-
sar de los llamamientos y la mediación de ambos organismos, no se tramitaron 
y los dos ciudadanos saharauis fueron devueltos a Argelia, en una clara vulne-
ración del principio de no devolución y del artículo 19 de la Ley de Asilo, que 
establece: “Solicitada la protección, la persona extranjera no podrá ser objeto 
de retorno, devolución o expulsión hasta que se resuelva sobre su solicitud o 
esta no sea admitida. No obstante, por motivos de salud o seguridad públicas, 
la autoridad competente podrá adoptar medidas cautelares en aplicación de la 
normativa vigente en materia de extranjería e inmigración”.

Respecto a este caso, en diciembre el Defensor del Pueblo recordó a la Co-
misaría General de Fronteras el deber legal de facilitar el acceso al procedi-
miento a toda persona no comunitaria y apátrida que desee solicitar asilo, ya 
que “el comportamiento de estas personas no justifica que la Administración 
española no haya permitido que formalizaran sus solicitudes”220.

Otro grupo de saharauis que sí pudo formalizar la petición de protección 
internacional inició en el verano de 2017 una huelga de hambre ante la dene-
gación de sus solicitudes y la inminente devolución a Argelia. Alegaron que 
no se les había permitido ejercer su derecho a ser asistidos por un abogado de 
su elección o que les habían asignado un intérprete marroquí que no hablaba 
hassanía. A pesar de estas limitaciones en garantías procedimentales básicas 
consagradas en la legislación, un gran número de estas solicitudes fue dene-
gado y las personas saharauis fueron devueltas a Argelia. Ante una pregunta 
parlamentaria en el Senado, el Gobierno contestó que se había realizado un 
estudio individual de cada solicitud con todas las garantías legales221.

El aumento del número de solicitantes de protección internacional supu-
so, en varios momentos del año, la sobreocupación de las dependencias de 
la Terminal 1 del aeropuerto de Madrid-Barajas destinadas al efecto, con una 
capacidad para ochenta personas. El Servicio Jurídico de CEAR comunicó esta 
situación al Defensor del Pueblo, que el 2 de agosto de 2017 las visitó por sor-
presa y señaló posteriormente: “El Defensor ha podido constatar que en la ac-

220 Defensor del Pueblo: Recordatorio de Deber Legal, Queja nº 17015865, 14 de diciembre de 2017. 
https://www.defensordelpueblo.es/resoluciones/se-recuerda-a-la-comisaria-el-deber-que-le-incum-
be-de-cumplir-lo-establecido-en-la-vigente-ley-de-asilo-que-reconoce-el-derecho-a-solicitar-prote-
ccion-internacional-a-los-nacionales-no-comunitarios-y/
221 Respuesta del Gobierno a pregunta escrita en el Senado, nº expediente 684/022408. 15 de noviem-
bre de 2017. http://www.senado.es/web/expedientdocblobservlet?legis=12&id=69171



92

INFORME 2018 DE CEAR

tualidad la capacidad de estas dependencias y el personal con el que cuenta no 
es el adecuado para el número de personas que albergan. También considera 
que la estructura de estas instalaciones no es la aconsejada para una permanen-
cia de varios días. El equipo del Defensor pudo comprobar que la comida tam-
poco es adecuada a la vista del tiempo que se prolonga la privación de libertad 
en estas instalaciones”. “A la Institución también le preocupa que las condicio-
nes de la sala son especialmente gravosas para menores, mujeres embarazadas 
y personas enfermas. Además, considera que el protocolo que se sigue para la 
identificación y traslado de los menores extranjeros no acompañados ha de ser 
revisado y se debe mejorar la coordinación con la Fiscalía”222. Esta última apre-
ciación también fue propiciada por la actuación del Servicio Jurídico de CEAR. 

Desde mayo de 2017 se produjo un cambio de actuación de la Policía Na-
cional en esta materia. Hasta entonces, cuando una persona solicitante de 
protección internacional indocumentada manifestaba ser menor de edad, la 
Policía, en cumplimiento del artículo 35 de la Ley de Extranjería, lo trasladaba 
al Servicio de Protección de Menores y lo ponía a disposición de la Fiscalía 
para que realizara, en su caso, el procedimiento de determinación de edad. 
Sin embargo, a partir de entonces en aquellos casos en que le constaba que la 
persona indocumentada había embarcado con un pasaporte de mayor de edad 
se limitó a comunicar a la Fiscalía la presencia de una persona que expresaba 
ser menor, pero restaba credibilidad a esas alegaciones y no la trasladaba al 
Sistema de Protección de Menores. 

Por su parte, la Fiscalía o no se pronunciaba u optaba por una llamada te-
lefónica considerando mayor de edad a la persona indocumentada. Ante este 
“pronunciamiento” de la Fiscalía, se procedía a realizar la entrevista de pro-
tección internacional como mayor de edad, aunque en la misma la persona 
ratificara sus alegaciones de minoría de edad y explicara por qué motivo había 
recurrido a un pasaporte falso como único modo de huir de la persecución. 
Con esta forma de proceder, se estaba privando a un posible menor de las ga-
rantías procedimentales y de acogida específicas que la legislación española y 
europea reservan para los menores no acompañados: tener un representante 
que vele por sus derechos, no aplicar procedimientos acelerados de frontera, 
ser entrevistado por personal especializado, no ser retenido en instalaciones 
junto a adultos y ser acogido en un centro de menores223.

222 “El Defensor del Pueblo inspecciona el CIE de Aluche y la sala de asilo del Aeropuerto de Barajas”. 3 
de agosto de 2017. https://www.defensordelpueblo.es/noticias/visitasinspeccion/
223 Artículo 24 de la Directiva de Acogida y artículo 25 de la Directiva de Procedimientos.
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A lo largo de 2017, CEAR-Madrid contabilizó trece casos de estas carac-
terísticas. Aunque todas las solicitudes de protección internacional fueron 
admitidas a trámite, su Servicio Jurídico interpuso en cada uno de ellos una 
queja ante el Defensor del Pueblo, que realizó una recomendación para que se 
aplicase la presunción de minoría de edad en estos términos: “La experiencia 
muestra que para poder acceder a territorio nacional vía aérea los menores 
extranjeros no acompañados utilizan pasaportes de personas adultas o hacen 
desaparecer sus documentos a la llegada para evitar la denegación de entrada. 
Los siete casos anteriormente expuestos son una prueba de las significativas 
carencias detectadas. La no presunción de minoría de edad permitió que sus 
solicitudes de protección internacional se tramitaran como adultos, lo que 
impidió su protección e ingreso en un centro especializado y, una vez admitida 
su solicitud, facilitó su entrada en territorio nacional sin que en la actualidad 
se conozca el paradero de varios de ellos”224.

Otra realidad relacionada con menores en el aeropuerto de Madrid-Barajas 
son los niños y niñas acompañados por un adulto que no acredita documental-
mente el parentesco o la tutela. Uno de estos casos fue el de una niña que via-
jaba con quien decía ser su tío para escapar de una posible mutilación genital. 
Al carecer de documentos que probasen la relación de parentesco o la autori-
zación parental y por el comportamiento de la niña, la Policía Nacional intu-
yó que se encontraba en una situación de desprotección, activó el Protocolo 
Marco de Menores no Acompañados y fue acogida en un centro de menores. 
Posteriormente, el adulto que la acompañaba envió la documentación acredi-
tativa del parentesco y la autorización parental, que se hizo llegar a la Fiscalía 
para su evaluación, decidiendo someter a la niña y al adulto a pruebas de ADN. 
Una semana después, incluso llegó al aeropuerto de Madrid-Barajas quien de-
cía ser el padre, que, tras solicitar protección internacional y ser admitido a 
trámite, se sometió también a pruebas de ADN. Los resultados indicaron que 
no existía relación de parentesco entre los adultos y la niña.

Este caso muestra las dificultades de intervención cuando un niño o una 
niña viene acompañada por un adulto que dice ser su familiar, al entrar en jue-
go dos principios jurídicos básicos: el de unidad familiar y el interés superior 
del menor. Si bien por el derecho a la vida familiar no puede separarse a un 
niño o una niña de sus parientes, el interés superior del menor obliga a tomar 

224 Defensor del Pueblo: Recomendación, Queja nº 17008492. 12 de julio de 2017. https://www.de-
fensordelpueblo.es/resoluciones/presuncion-de-minoria-de-edad-en-las-solicitudes-de-proteccion-
internacional-en-aeropuertos/
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todas las cautelas en el caso de que haya sospechas de tráfico o trata de personas 
u otro riesgo. Así, el Protocolo Marco de Menores no Acompañados establece, 
en estos casos, la realización voluntaria de pruebas de ADN para acreditar el 
vínculo de parentesco225. Sin embargo, mientras que en la Frontera Sur, Ceuta 
y Melilla es más habitual la práctica de estas pruebas, en la de Madrid-Barajas 
raramente se realizan. De hecho, a lo largo de 2017 solo cuatro menores acom-
pañados por quienes decían ser sus familiares fueron puestos a disposición del 
Sistema de Protección de Menores por dudas sobre el parentesco.

En cuanto a las víctimas de trata de seres humanos, a lo largo de 2017 la OAR 
mantuvo la buena práctica de comunicar los indicios detectados a la Unidad 
Central de Redes e Inmigración Ilegal y Falsedades Documentales (UCRIF) 
de la Policía Nacional, responsable de su identificación formal como tales, en 
cumplimiento del Protocolo Marco de Protección a estas personas. Sin em-
bargo, de los sesenta y ocho casos asistidos por CEAR que la OAR comunicó a la 
Brigada Central de la UCRIF, solo en seis se realizó la entrevista de identifica-
ción formal por parte de la Policía y en ninguno de ellos se concedió el Periodo 
de Restablecimiento y Reflexión, al considerar la Policía que no había indicios 
suficientes de que fueran víctimas de trata de seres humanos. 

A pesar de esta falta de identificación formal por parte de la Policía, la Uni-
dad de Trabajo Social de la OAR sí ofreció todos los medios posibles, aunque 
escasos, para que estas posibles víctimas de trata de seres humanos fueran 
acogidas en dispositivos especializados. Así, cuando la OAR detectó estos in-
dicios, admitió a trámite la solicitud y comunicó esta circunstancia a la Unidad 
de Trabajo Social, que, en coordinación con Cruz Roja (entidad encargada de 
la primera acogida en la Comunidad de Madrid), contactó con las organiza-
ciones especializadas en atención a las víctimas de trata. Si tenían plazas de 
acogida en ese momento, estas acudían a entrevistarse con la posible víctima 
en las dependencias aeroportuarias y le ofrecían su dispositivo de acogida es-
pecializada. Sin embargo, la falta de suficientes plazas especializadas originó 
que muchas de estas mujeres fueran derivadas al sistema de acogida general. 

La admisión a trámite en frontera de víctimas de trata es uno de los ejem-
plos en que la OAR empieza a cumplir las indicaciones jurisprudenciales. Sin 
embargo, sigue denegando la protección internacional con una interpretación 
que excede el margen, muy estrecho, señalado por el Tribunal Supremo, que 

225 Capítulo IV del Protocolo Marco sobre determinadas actuaciones en relación a los Menores Extran-
jeros No Acompañados.
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establece que no se puede rechazar “una solicitud de asilo cuya inverosimili-
tud, incoherencia o carencia de fundamento no se revele obvia o patente ya en 
un primer examen”.

Este fue el caso de Mariama. Esta joven gambiana llegó a Madrid-Barajas 
huyendo de una persecución por motivos de su orientación sexual que le llevó 
a ser detenida durante cuatro días, ya que en su país la homosexualidad está 
penalizada. Previamente, había sufrido un matrimonio forzoso y violencia de 
género durante tres años, por lo que su situación psicológica estaba mermada 
para relatar los hechos sufridos. La OAR denegó su solicitud de asilo por el 
artículo 21.2 b), ya que las fechas de su relato diferían y no se entendía la cro-
nología de los hechos que expuso.

En cambio, el ACNUR apoyó el caso con apreciaciones como esta: “La solici-
tante señala haber sido víctima de graves violaciones de sus derechos humanos 
por cuestiones relacionadas con el género, primero al haber sido objeto de un 
matrimonio concertado –durante el cual sufrió una grave situación de malos 
tratos y violencia sexual- y luego a consecuencia de su orientación sexual, sien-
do dicho relato de gran detalle […] En este sentido, en opinión del ACNUR, 
no cabe considerar que las alegaciones de la solicitante sean manifiestamente 
inverosímiles en el sentido recogido en el art. 21.2 b) de la Ley 12/2009”.

UN GRUPO DE MIGRANTES EN JUNIO DE 2017 SE ENCARAMAN A LA VALLA EN LA PLAYA DE BENZÚ DE CEUTA. UN TOTAL DE 
80 PERSONAS FUERON DEVUELTAS A MARRUECOS. © CEAR / ANTONIO SEMPERE.
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Sin embargo, la resolución de la OAR denegó la protección internacional 
y alegó que el informe del ACNUR contenía solo “referencias a informes de 
organizaciones internacionales y criterios de carácter general, sin concreción 
precisa en la persona interesada”. Después de la realización del reexamen, la 
solicitud volvió a ser rechazada por los mismos motivos. Entonces el Servi-
cio Jurídico de CEAR-Madrid solicitó al juzgado de guardia la paralización del 
vuelo de retorno, previsto para aquella misma tarde. El juzgado accedió a dicha 
petición y remitió el caso a la Audiencia Nacional para que al día siguiente se 
pronunciara como órgano competente. Si bien en un primer momento esta 
suspendió también el retorno, tras las alegaciones de la Abogacía del Estado 
levantó dicha medida. 

Una hora después de tal decisión, el Servicio Jurídico de CEAR-Madrid 
acudió al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que, debido a la celeri-
dad de los plazos, no tuvo tiempo de valorar el caso y Mariama fue devuelta a 
Gambia. Actualmente, el recurso contencioso-administrativo está pendiente 
de sentencia, pero, aunque sea favorable, Mariama ya está expuesta, de nuevo, 
a sufrir persecución. 

Este caso es también un ejemplo de cómo la carencia de efecto suspensivo 
de los recursos judiciales contra la denegación de asilo supone, en la prác-
tica, que las personas solicitantes no puedan acceder a un recurso efectivo, 
como ya estableció el TEDH en 2013 en el caso A.C. c. España. En el mecanis-
mo de supervisión del cumplimiento de sentencias del TEDH, el Gobierno ha 
contestado al Consejo de Europa que ha acatado la sentencia del caso A.C. c. 
España al haber asumido la Audiencia Nacional plenamente la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, suspendiendo el retorno cuando el ACNUR informa a 
favor de la admisión a trámite. Sin embargo, la realidad es muy diferente: de  
las veintitrés ocasiones en que el Servicio Jurídico de CEAR-Madrid solici-
tó la suspensión de la devolución de solicitantes de protección internacional 
que contaban con informe favorable del ACNUR, la Audiencia Nacional acordó 
esta medida solo en once casos. 

Por esta razón, un año más, este epígrafe concluye con la solicitud de un 
verdadero efecto suspensivo en el sistema de recursos judiciales contra las 
denegaciones de protección internacional, más aún en la frontera, donde el 
resultado de una denegación es el retorno inmediato. 
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3.4. LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO DE EXTRANJEROS.

En 2017, España inició los trámites para expulsar a más de 20.143 personas ex-
tranjeras, la inmensa mayoría (18.081) por estancia irregular. Finalmente, fue-
ron expulsadas 4.872, de las que 3.287 lo fueron desde los Centros de Interna-
mientos de Extranjeros (CIE). De las 8.645 que estuvieron encerradas en los 
CIE, solo el 38% pudieron ser expulsadas, mientras que el 62%, 5.358, fueron 
puestas en libertad226. Por otra parte, en 2017, 3.828 personas solicitaron pro-
tección internacional en los siete CIE, según las estadísticas del Ministerio del 
Interior, un aumento importante respecto a 2016, cuando se registraron solo 
770227. Al cierre de este informe, CEAR desconocía las cifras de solicitudes des-
glosadas por cada uno de estos centros, ni cuántas fueron admitidas a trámite. 
No obstante, como ya se expuso en los anteriores informes anuales, su número 
variaba de manera considerable en función, principalmente, de si disponían de 
servicio jurídico. 

Desde hace años, las organizaciones sociales comprometidas con el derecho 
de asilo y la defensa de las personas migrantes defienden la supresión de los CIE, 
que consideran un verdadero “agujero” de los derechos humanos. Sin embargo, 
muy lejos de estas demandas, en abril de 2017 el ministro del Interior comunicó 
la apertura de tres nuevos: uno en Málaga, para sustituir al que se clausuró, otro 
en Algeciras y otro en Madrid, tres ciudades que son estratégicas en los procedi-
mientos de deportación de personas migrantes. Además, el ministro anunció un 
nuevo modelo para su gestión, con medidas como trasladar a los funcionarios de 
la Policía Nacional de su perímetro interior al exterior. 

En 2017 también continuaron las situaciones de vulneración de derechos en 
los diferentes CIE. En el caso del situado en la Zona Franca de Barcelona, un año 
más las organizaciones sociales, y también el equipo de gobierno municipal e 
instituciones públicas como el Síndic de Greuges, solicitaron su cierre. Y asocia-
ciones como SOS Racismo o fundaciones como Migra Studium denunciaron el 
ingreso de menores no acompañados y otras conculcaciones de derechos como 
el derecho a la salud, a la tutela judicial y a un proceso con todas las garantías228.       

226 Castellano, Nicolás: “España inició los trámites para expulsar a más de 20.000 extranjeros en 2017”. 
http://cadenaser.com/ser/2018/04/10/sociedad/1523384661_834468.html
227 Fuente: http://sjme.org/wp-content/uploads/2017/10/informecie16.pdf
228 Fuentes:http://www.lavanguardia.com/local/barcelona/20170504/422277383014/cie-barcelona-
ministerio-del-interior-migra-studium-informe.html 
https://www.migrastudium.org/php/index.php
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Igualmente, numerosas organizaciones sociales volvieron a exigir la clausura 
del CIE de Aluche, en Madrid, como también lo defendió el gobierno munici-
pal. De nuevo, fueron habituales las denuncias de las personas internas por la 
vulneración de los derechos humanos, que fueron confirmadas por los informes 
de organismos nacionales, como el Defensor del Pueblo, e internacionales, que 
califican la reclusión en estos centros como desproporcionada y discriminatoria.      

En cuanto al CIE de Algeciras, se trata de una vieja prisión con instalaciones en 
un avanzado estado de deterioro, como constató en febrero de 2017 la Defensora 
del Pueblo, que solicitó su cierre229. Asimismo, en junio del año pasado, cuando los 
internos ya habían sido trasladados a otros CIE, la ONG Women’s Link Worldwide 
denunció el trato inhumano y degradante que sufrían varias mujeres recluidas allí. 

En el caso del CIE de Tarifa, asentado sobre un antiguo recinto militar, tras 
la visita que realizó también en febrero de 2017 la Defensora del Pueblo señaló 
que los dormitorios donde se alojaban las noventa personas que permanecían in-
ternas no reunían las condiciones mínimas necesarias. Entre otras sugerencias, 
planteó medidas para garantizar la presencia de intérprete durante las consultas 
médicas cuando fuera necesario; la ampliación de las dependencias del servicio 
médico y que las consultas se realicen a puerta cerrada, sin la presencia de un 
funcionario del Cuerpo Nacional de Policía; la apertura de un espacio donde las 
personas internas puedan recibir visitas y se garantice su derecho a la intimidad 
en las comunicaciones; o la firma de un convenio de colaboración con el Colegio 
de Abogados para ampliar la asistencia jurídica y procurar un mejor acceso al de-
recho de asilo230.

Respecto al CIE de Murcia, la ONG Convivir sin Racismo denunció sus gra-
ves deficiencias y el trato que se proporcionaba a las personas internas, quie-
nes además no tenían acceso al procedimiento de protección internacional. La 
Defensora del Pueblo también visitó este centro y señaló las deficiencias en sus 
infraestructuras y el hacinamiento, así como su preocupación por la presencia 
de menores de edad que habían sido considerados adultos, entre ellas niñas que 
podrían haber sido víctimas de trata231. 

229 Fuentes: http://www.europapress.es/epsocial/migracion/noticia-denuncian-trato-inhumano-
mujeres-internas-cie-algeciras-20170605154516.htmlhttps://www.defensordelpueblo.es/noticias/cen-
tros-internamiento-extranjeros-algeciras-tarifa/
230 Fuente: https://www.defensordelpueblo.es/resoluciones/cie-de-tarifa-consultas-medicas/
231 Fuentes:https://www.eldiario.es/murcia/sociedad/Doble-intento-fuga-CIE-Murcia_0_705179775.
html
http://www.laverdad.es/murcia/podemos-denuncia-internos-20170731135301-nt.htmlhttp://cadenaser.
com/emisora/2017/02/28/radio_murcia/1488305527_800292.html
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 En noviembre, la prisión de Archidona (Málaga) fue utilizada de forma tem-
poral como CIE y 572 personas de origen argelino que habían llegado a las cos-
tas de Almería y Murcia aquel mismo mes fueron internadas allí hasta el 10 de 
enero de 2018. El 29 de diciembre, en su interior, murió una de estas personas 
presuntamente por suicidio. Diversas plataformas y organizaciones sociales, 
entre ellas CEAR, denunciaron la utilización de un centro penitenciario como 
lugar de internamiento232. Asimismo, CEAR tuvo conocimiento de la voluntad 
de solicitar protección internacional de una de estas personas, cuya devolución 
iba a ser ejecutada en el plazo de veinticuatro horas. Una de sus abogadas se 
entrevistó con ella y le asistió en la solicitud. Fue trasladada al CIE de Aluche 
antes de que se le notificara la inadmisión a trámite. Finalmente, fue puesta 
en libertad al haber transcurrido el plazo máximo de internamiento en un CIE 
(sesenta días) y, tras el reexamen de la solicitud de asilo, la OAR terminó por 
admitirla a trámite. 

Por otra parte, desde hace siete años, el último martes de cada mes diversas 
organizaciones y personas se reúnen ante el CIE de Valencia para exigir su cierre 
y señalar la vulneración de los derechos de las personas migrantes recluidas. De 
hecho, en octubre de 2017 treinta y nueve personas internas denunciaron ante el 
Juzgado de Instrucción número 3 de Valencia y ante el Defensor del Pueblo la si-
tuación tan deplorable en que se encontraban y mencionaron algunas violaciones 
de los derechos humanos. 

En su visita al CIE de Valencia la Defensora del Pueblo incidió en las dificulta-
des para prestar asistencia jurídica a las personas internas, pues a los letrados no 
se les daba copia de las resoluciones. Asimismo, CEAR alertó de que se interna-
ban a personas con enfermedades graves y que no solo no podían ser expulsadas, 
sino que tenían arraigo en España. Los casos de P. S. e I. A. son ejemplo de ello. 
En el primero, un abogado de CEAR en Valencia le asistió en varias ocasiones en 
el CIE e informó y denunció que, además de padecer varias enfermedades, el in-
ternamiento había supuesto la paralización del tratamiento médico que recibía. 
Además de que no podía ser expulsado de territorio español por ser originario 
de Sudáfrica, esta persona era apátrida de hecho, ya que tuvo que exiliarse en su 
infancia para huir del régimen del apartheid, sin que su nacimiento fuera regis-
trado, y vive en España desde hace más de treinta años. Tras los escritos de queja 
y denuncia preparados por CEAR, finalmente fue puesto en libertad.

232 Fuentes:https://www.eldiario.es/andalucia/malaga/Cronologia-negra-carcel-Archido-
na_0_723728334.html
http://www.cear.es/migreurop-espana-respeto-derechos-fronteras/
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En cuanto a I. A., llegó de Guinea Ecuatorial cuando tenía 7 años y fue tutelada 
por los centros de menores durante más de una década. Esta joven padecía dife-
rentes enfermedades cuyo tratamiento se dificultaba por el internamiento en el 
CIE y finalmente también, después de la presentación de los escritos de denuncia 
y queja, fue puesta en libertad. Son solo dos ejemplos, entre muchos otros, de las 
personas recluidas en los Centros de Internamiento, personas enfermas o que no 
pueden ser expulsadas del territorio español, pero a quienes se causa un sufri-
miento severo y un perjuicio grave233.

Por último, en abril de 2017 las Cortes Valencianas concedieron, a título pós-
tumo, el I Premio Guillem Agulló a quien fuera abogado de CEAR Daniel Sanjuán 
Guaita. Esta distinción, que lleva el nombre de un joven asesinado en 1993 por 
miembros de un grupo xenófobo y extremista, reconoce el compromiso en la lucha 
contra el racismo y los delitos de odio. El Parlamento autonómico distinguió así el 
trabajo tenaz de Daniel como defensor de los derechos humanos y su asistencia a 
las víctimas de la intolerancia y a las personas internadas en el CIE de Valencia. 

3.5. POLIZONES: PERSISTEN LAS IRREGULARIDADES Y LA OPACIDAD.

En lo que respecta a las personas que arribaron a puertos españoles viajando 
como polizones, un año más solo pudo accederse a una parte de la información 
gracias a una pregunta parlamentaria, a la que el Gobierno dio respuesta el 16 de 
mayo de 2017. 

Según las cifras oficiales, en 2015 72 polizones llegaron a los puertos españo-
les: 18 eran personas originarias de Argelia, 16 de Marruecos, 14 de Ghana, 7 de 
Guinea, 6 de Nigeria, mientras que otras procedían de Costa de Marfil, Etiopía, 
Gambia, Libia, República Centroafricana, Sierra Leona, Siria, Sudán, Tanzania y 
Túnez. Las Palmas fue el puerto que recibió un mayor número de polizones, con 
un total de 14, seguido de Valencia con 13 y de Barcelona con 7.  

En 2016, 88 personas llegaron como polizones a los puertos españoles. Ghana 
fue la nacionalidad con un mayor número, 27, seguida de Argelia (20), Marruecos 
(11) y Nigeria (9), junto con personas de Costa de Marfil, Gambia, Jamaica, Sene-
gal, Siria, Sudán, Túnez, Benín o Togo. Las Palmas, con 28 personas, volvió a ser 
el puerto que recibió un mayor número de polizones, seguido de Algeciras (16) y 
de Barcelona (15). 

233 Fuentes:https://www.diarilaveu.com/noticia/78563/una-manifestacio-amb-suport-de-lajunta-
ment-de-valencia-arribara-fins-al-cie-de-sapadors-http://www.levante-emv.com/comunitat-valen-
ciana/2017/10/02/internos-cie-valencia-denuncian-juzgado/1622826.html



101

LAS PERSONAS REFUGIADAS EN ESPAÑA Y EUROPA

Finalmente, hasta abril de 2017 habían arribado a puertos españoles 33 perso-
nas como polizones, la mayoría de ellas procedentes de Marruecos, aunque tam-
bién habían llegado 9 personas indocumentadas y otras de nacionalidades como 
Argelia, Ghana, Nigeria o Guinea Conakry. 

CEAR detectó e intervino en varios de estos casos. El primero se produjo a 
fines de febrero de 2017, cuando el buque de bandera liberiana Queen Isabella 
llegó al puerto de Castellón, procedente de Argelia con dos personas que viajaban 
clandestinamente. Según consta en la documentación que CEAR pudo conocer, 
eran dos hombres  de nacionalidad siria a quienes las autoridades españolas pro-
cedieron a entrevistar sin la asistencia de intérprete ni de letrado, solo con la 
presencia de dos testigos. Posteriormente, las autoridades dictaron una resolu-
ción de prohibición de entrada y el buque siguió su itinerario. Al parecer atracó 
frente a la costa de Huelva para repostar y continuó hasta Lisboa, donde estas dos 
personas saltaron del buque al puerto y desaparecieron, según información de la 
prensa lusa y del Consejo Portugués para los Refugiados234.

El servicio jurídico de CEAR en Valencia solicitó información a la Delegación 
del Gobierno y se ofreció a asistirlas como entidad especializada. La respuesta de 
la Subdelegación de Gobierno de Castellón fue que se habían aplicado las ins-
trucciones sobre tratamiento de polizones extranjeros, pero con la documen-
tación e información que pudo recabar CEAR interpuso una demanda ante los 
Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de Castellón contra la Subdelegación 
del Gobierno por vulneración de los derechos fundamentales de estas dos perso-
nas, al impedirles la entrada en el territorio nacional, así como por la denegación 
de asistencia letrada e intérprete. Al cierre de este informe, esta demanda se ha-
llaba en la fase de apelación.

El segundo caso fue el de tres personas de nacionalidad ghanesa que viajaban 
como polizones y llegaron a Málaga el 31 de agosto de 2017. Dos fueron repatria-
das, pero la tercera, cuando iba a ser detenida por funcionarios de la Policía Na-
cional, saltó desde uno de los contenedores y resultó gravemente lesionada, con 
fractura en ambas piernas y en varias vértebras, por lo que tuvo que ser inter-
venida quirúrgicamente. Mientras estaba hospitalizado y en condiciones de de-
pendencia absoluta, la Policía Nacional inició los trámites necesarios para repa-
triarlo. Sin embargo, ante su delicada situación, los servicios sociales del hospital 

234 Algunos medios de comunicación lusos ofrecieron información sobre estas dos personas que via-
jaban  como polizones: https://www.dn.pt/portugal/interior/dois-argelinos-fugiram-a-nado-de-navio-
no-tejo-5706074.htmlhttp://expresso.sapo.pt/sociedade/2017-03-05-Dois-argelinos-fogem-de-na-
vio-atracado-no-Barreiro-1
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contactaron con el servicio jurídico de CEAR en Málaga para valorar la posibili-
dad de que pidiera protección internacional. Después de recibir la información 
oportuna, finalmente fue llevado a dependencias policiales y pudo formalizar la 
solicitud, que fue admitida a trámite. Transcurridos unos días y tras recibir el alta 
hospitalaria, fue trasladado como solicitante de protección internacional a un re-
curso adaptado a sus circunstancias especiales por la limitación de su movilidad. 

El tercer caso en que CEAR pudo intervenir sucedió en diciembre de 2017, 
cuando dos jóvenes de nacionalidad siria y palestina llegaron en el buque mer-
cante Kristin C al puerto de Marín (Pontevedra) procedentes de Casablanca (Ma-
rruecos). Ambos jóvenes pudieron solicitar protección internacional con la asis-
tencia de letrados del turno de oficio, aunque de manera sorprendente el buque 
partió con ellos camino de Polonia antes de que la OAR pudiese resolver sobre la 
admisión a trámite. 

El mes anterior uno de los abogados que les asesoró ya había tramitado las 
solicitudes de siete ciudadanos sirios que habían llegado a este mismo puerto, su 
petición fue admitida a trámite y recibieron asistencia. En este caso, el Servicio 
Jurídico de CEAR en Euskadi contactó con los dos abogados de oficio de Marín, 
que confirmaron la formalización de las solicitudes de asilo en frontera el 12 de 
diciembre. Pese a ello, el barco zarpó al día siguiente con estas dos personas a 
bordo hacia al puerto de Szczecin (Polonia), infringiendo el artículo 19 de la Ley 
de Asilo y las instrucciones de la Dirección General de la Policía sobre polizones, 
ya que debieron haber sido desembarcados y conducidos a dependencias fronte-
rizas o, de no existir estas, ser acogidos por una ONG.

Este caso se denunció y apareció en diversos medios de comunicación galle-
gos235, se solicitaron explicaciones a la Subdelegación del Gobierno en Ponteve-
dra y a la Brigada de Extranjería y Fronteras de Marín, a la Autoridad Portuaria y 
a la empresa consignataria Nogueira, exigiendo información sobre su identidad, 
su estado de salud, la documentación que portaban y la asunción de responsabili-
dad en aquella decisión. Además, el 17 de diciembre CEAR-Euskadi formuló una 
queja ante el Defensor del Pueblo. En su primera comunicación, con fecha de 16 
de febrero de 2018, esta institución no aclaró por qué razones los polizones no 
fueron trasladados a las dependencias del puesto fronterizo. 

235 Algunos medios de comunicación se hicieron eco de la llegada de estas personas al puerto de Ma-
rín: http://pontevedraviva.com/xeral/42008/reacciones-marcha-barco-marin-polizones-subdelega-
cion-gobierno-capitania-maritima/?lang=eshttp://www.farodevigo.es/portada-pontevedra/2017/12/15/
vacio-legal-permitio-marcha-buque/1804249.htmlhttp://www.farodevigo.es/portada-ponteve-
dra/2018/02/17/defensor-pueblo-interesa-paradero-polizones/1839565.html
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CEAR-Euskadi también contactó con varios abogados y ONG polacas para 
alertarles de la llegada de este buque a Szczecin con los polizones a bordo. Sin 
embargo, varios letrados y defensores de los derechos humanos informaron que 
el barco había llegado el 21 de diciembre sin estas personas, un aspecto confir-
mado por la oficina del ACNUR en Varsovia y diferentes medios de comunica-
ción de este país. Algunas informaciones sugirieron que los polizones habían 
sido desembarcados en algún puerto alemán, en las inmediaciones del Canal de 
Kiel, por lo que CEAR-Euskadi abrió una nueva línea de investigación con va-
rias ONG germanas, que tampoco pudieron confirmar este extremo. De manera 
paralela, a través de la OAR supo que las solicitudes de protección internacio-
nal de los dos pasajeros del Kristin C habían sido admitidas a trámite el 18 de di-
ciembre. Al cierre de este informe se desconocía el paradero de ambas personas. 
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